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                                                                                Concepto 5500

Bogotá, D.C., Enero 22 de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 128, parcial, de la Ley 1474 de 2011, “Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de los actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública”.
Demandante: JUAN CARLOS TRIVIÑO TORO.
Magistrado Ponente: JORGE I PRETELT CHALJUB
Expediente D-9352.
Concepto 5500    

De conformidad con lo previsto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda que presentó JUAN CARLOS TRIVIÑO TORO, en ejercicio de su ciudadanía, contra la expresión “relacionadas con hechos de impacto nacional”, contenida en el artículo 128 de la Ley 1454 de 2011, cuyo texto se transcribe a continuación con lo demandado en negritas.
LEY 1474 DE 2011
(julio 12)

Diario Oficial No. 48.128 de 12 de julio de 2011

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la gestión pública.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

(…)
ARTÍCULO 128. FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. Con el fin de fortalecer las acciones en contra de la corrupción, créanse dentro de la estructura de la Contraloría General de la República la Unidad de Investigaciones Especiales contra la Corrupción, la Unidad de Cooperación Nacional e Internacional de Prevención, Investigación e Incautación de Bienes, la Unidad de Apoyo Técnico al Congreso y la Unidad de Seguridad y Aseguramiento Tecnológico e Informático, las cuales estarán adscritas al Despacho del Contralor General y serán dirigidas por un Jefe de Unidad del mismo nivel de los jefes de las oficinas asesoras. 
(…)
En la Unidad de Investigaciones Especiales contra la Corrupción, créanse once (11) cargos de Contralor delegado intersectoriales, quienes desarrollarán sus funciones con la finalidad de adelantar auditorías especiales o investigaciones relacionadas con hechos de impacto nacional que exijan la intervención inmediata de la entidad por el riesgo inminente de pérdida o afectación indebida del patrimonio público o para establecer la ocurrencia de hechos constitutivos de responsabilidad fiscal y recaudar y asegurar las pruebas para el adelantamiento de los procesos correspondientes. 
(…)

1. Planteamiento de la demanda.

El actor considera que la norma acusada al señalar que los Contralores Delegados Intersectoriales desarrollarán sus funciones con la finalidad de adelantar auditorías especiales o investigaciones “relacionadas con hechos de impacto nacional” vulnera los artículos 1, 267 y 272 de la Carta Política, por cuanto en virtud de tal disposición la Contraloría General de la República puede ejercer control fiscal sobre los recursos endógenos de dichas entidades, desconociendo la descentralización y la autonomía del control fiscal territorial, el cual le corresponde a las contralorías departamentales.

Así mismo, señala el demandante que se desconoce el control excepcional que por expresa disposición de los  artículos 267 y 272 superiores le corresponde al Contralor General de la República, pues al tener la Unidad de Investigaciones Especiales contra la Corrupción la facultad de adelantar auditorías especiales o investigaciones “relacionadas con hechos de impacto nacional” se genera un conflicto de competencias dentro del mismo organismo, pues la Contraloría General de la República también tiene poder para realizar ese tipo de  control al mismo nivel que dicha Unidad.
Por otro lado, afirma el demandante que la ley no fijó el alcance de la frase “hechos de impacto nacional”, lo cual permite que la Contraloría General de la República lo fije de manera subjetiva, desconociendo el artículo 267, inciso tercero, de la Carta Política.

En suma, a juicio del actor, en virtud de la competencia otorgada por el artículo 128 de la Ley 1474 de 2011 a la Unidad de Investigaciones Especiales contra la Corrupción se vacía la competencia que en materia de control fiscal corresponde a las contralorías de los departamentos y municipios.

2. Problema jurídico

Corresponde al Ministerio Público determinar si la expresión demandada, al señalar que los Contralores Delegados Intersectoriales desarrollarán sus funciones con la finalidad de adelantar auditorías especiales o investigaciones “relacionadas con hechos de impacto nacional”, vulnera los artículos 1, 267 y 272 de la Carta Política. 
3. Análisis jurídico

El artículo 267 de la Carta Política señala que el control fiscal es una función pública que ejerce la Contraloría General de la República, organismo que, por regla general, vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que manejen fondos o bienes de la Nación. Sin embargo, de manera excepcional, dicha entidad podrá ejercer control fiscal sobre cuentas de cualquier entidad territorial, en los casos previstos por la ley.

Por su parte, el artículo 272 superior atribuye la vigilancia de la gestión fiscal de los departamentos, distritos y municipios donde haya contralorías a dichas entidades territoriales.
Según la jurisprudencia constitucional, consignada, entre otras, en la sentencia C-403 de 1999, las relaciones fiscales intergubernamentales se caracterizan por reconocer la existencia de un estado unitario que transfiere a las entidades territoriales cierta autonomía para la gestión de sus propios intereses (artículo 287 superior). Sin embargo, en materia fiscal, como en otros asuntos, la competencia para el control de los recursos provenientes de los ingresos de la nación del nivel nacional, departamental y municipal es concurrente, pues no hay duda de que los efectos de la pérdida de los recursos del orden territorial en algunos casos se extiende al nivel nacional produciendo consecuencias, razón por la cual el Legislador facultó a la Contraloría General de la República para que de manera excepcional adelante auditorías especiales o investigaciones “relacionadas con hechos de impacto nacional”. 

Sobre el particular, dijo la Corte en el fallo citado anteriormente:
Entonces, se observa que existe un control concurrente del nivel nacional con el nivel regional y local sobre los recursos que provienen de los ingresos de la Nación, siendo el resultado de la necesaria coordinación que debe existir entre los diferentes niveles de la administración, sin que se pueda predicar por esto exclusión o indebida intromisión del nivel nacional en la administración territorial. Al contrario, a juicio de la Corte, es el desarrollo adecuado del artículo 228 de la Constitución Política, que impone el ejercicio de las competencias atribuidas a los distintos niveles territoriales conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en los términos que establezca la ley.

De igual manera, en la sentencia C- 364 de 2001, al estudiar la constitucionalidad del artículo 63 de la Ley 610 de 2000, según el cual la Contraloría General de la República tiene competencia prevalente para adelantar hasta su culminación los procesos de responsabilidad fiscal que se originen como consecuencia del ejercicio de la facultad excepcional de control establecido en el artículo 267 de la Constitución Política, el Tribunal Constitucional manifestó:

8- Observa la Corte, en este caso, que el desarrollo legislativo del canon 267 Superior respeta lo dispuesto en la Constitución, por las siguientes razones: En primer lugar, esa intervención persigue finalidades legítimas, no sólo porque desarrolla una posibilidad explícitamente autorizada por la Carta (CP art. 267), sino además porque pretende evitar que se dilapiden los recursos estatales, en aquellos eventos en que pueda dudarse de la imparcialidad del órgano territorial de control, debido a presiones o injerencias locales que puedan afectar su idoneidad. En segundo lugar, la ley señala hipótesis verdaderamente excepcionales en las cuales podrá ejercer sus competencias la Contraloría General de la República sobre los recursos propios de las entidades territoriales: (i) cuando así lo solicite el gobierno de la respectiva entidad, una comisión permanente del Congreso, o la mitad mas uno de los miembros de las corporaciones públicas territoriales; y (ii) cuando así lo solicite la ciudadanía, por medio de los mecanismos legales de participación. Finalmente, se trata de hipótesis que reflejan directamente el principio constitucional de participación (CP arts 1º y 3º), ya que buscan consultar la voluntad de la ciudadanía para justificar la actuación de una entidad nacional, bien sea a través de las corporaciones y funcionarios de elección popular, o directamente, por medio de los mecanismos de participación que otorga la ley. Por ello, la intervención de la Contraloría General en estos casos no desconoce la autonomía territorial, ya que es proporcionada al fin perseguido por la ley y por la propia Constitución, como es proteger la idoneidad de la función de control fiscal, para salvaguardar de esa manera los recursos públicos. 

En este orden, es imperativo concluir que la disposición acusada, en lugar de vulnerar el ordenamiento superior, desarrolla el artículo 267 de la Carta Política, razón por la cual los cargos analizados carecen de vocación de prosperidad.
Por otra parte, vale destacar que no ve el Ministerio Público de qué manera el segmento legal acusado desconoce el control excepcional que por expresa disposición de los artículos 267 y 272 superiores le corresponde a la Contraloría General de la República, puesto que la Unidad de Investigaciones Especiales es parte de dicho organismo de control y fue creada específicamente con el fin primordial de combatir la corrupción no sólo a nivel nacional, sino también en el orden territorial. 

Así mismo, hay que resaltar que para el legislador es imposible señalar todos y cada uno de los hechos de impacto nacional, razón por la cual es preciso analizar en cada caso concreto si el mismo tiene tal característica.
4. Conclusión.
En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte que  declare EXEQUIBLE el segmento demandado del artículo 128 de la Ley 1474 de 2012, por los aspectos aquí analizados.
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDÓNEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
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